TEMA 70
OBLIGACIONES DEL COMPRADOR.

. 7 cosas.

EL PAGO DEL PRECIO: SUS FORMAS.

. 1.500.

. problemas del fraccionamiento y lugar en los géneros.

. formas especiales. (5).

. intereses (1100)

GARANTÍAS EN CASO DE APLAZAMIENTO: EXAMEN ESPECIAL DEL ARTICULO 1504 DEL CÓDIGO CIVIL.

. Garantías para el comprador.


+ 1.502.

. Garantías para el vendedor.


+ garantías convenciones.


+ Art. 1.467.


+ art 1.503.


+ art 1.504.


     a) Historia.


     b) valor genérico.


     c) requisitos para su aplicación (3).


     d) no alcanza a las cláusulas accesorias.


     e) valor dispositivo o imperativo.


     f) ¿requerimiento de pago o de resolución?.


     g) ampliación del plazo al comprador.


     h) requerimiento y acta de protesto.


     i) reducción de su ámbito.


     j) requerimiento y cedula de notificación.

GARANTÍAS DEL VENDEDOR EN LA LEY DE VENTA A PLAZOS.

. arts 10 y 11 y otras.

. comentarios.


* ¿plazos consecutivos o no?.


* aplicación subsidiaria del 1124.


* caso de incorporación a un inmueble.


* problemas de la indemnización por el deterioro.

. duración de estas garantías.

OBLIGACIONES DEL COMPRADOR.

Cabe cifrarlas en:

1) Recibir la cosa vendida, como contraprestación a la obligación del vendedor de entregarla e indispensable para que el acto obtenga ejecución, pudiendo el vendedor consignar la cosa si el comprador no la recibe en el momento fijado.

2) Pagar los gastos de transporte o traslación de la cosa vendida salvo pacto en contrario, Art. 1465.

3) Pagar los gastos de la primera copia de la escritura y demás posteriores a la venta, salvo pacto en contrario Art. 1445.

4) Pagar los gastos de inscripción en el Registro de la Propiedad, Art. 164 del RH, si llega a inscribirse.

5) Pagar los gastos necesarios y útiles hechos en la cosa vendida desde la perfección de la venta hasta su consumación, ya que conforme al Art. 1.468 los frutos de la cosa vendida corresponden al comprador desde el día en que se perfeccionó el acto, y según el Art. 356 todo el que recibe los frutos tiene obligación de abonar los gastos hechos por un 3 para su producción, recolección y conservación.

6) Pagar intereses por el tiempo que medie entre la entrega y el pago según el Art. 1.501.

7) Pero sin duda la obligación más importante es la de pagar el precio, que regulan los arts 1500 y siguientes que pasamos a estudiar.

EL PAGO DEL PRECIO; SUS FORMAS.

. tiempo y lugar, Art. 1500;

"El comprador esta obligado a pagar el precio de la cosa vendida en el tiempo y lugar fijados por el contrato.

Si no se hubieren fijado, deberá hacerse el pago en el tiempo y lugar en que se haga la entrega de la cosa vendida.".

Supone pues este precepto una alteración a lo dispuesto con carácter general por el Art. 1.171 al regular el pago de las obligaciones (indicando como lugar el pactado, aquel en que se halle la cosa o el domicilio del deudor), alteración fundada en el carácter sinalagmático de la compraventa que hace que las prestaciones de comprador y vendedor deban realizarse con perfecta simultaneidad e identidad de tiempo y lugar.

Pero dado el principio de autonomía de la voluntad que rige en materia contractual nada obsta para que pueda pactarse la prestación previa;


1) De la cosa; compraventa a crédito.


2) Del Precio; compraventa preenumerando, a la que ya se refirió la ley de 27 de Julio de 1968 y el Decreto de 12 de Diciembre del mismo año que fijan el procedimiento para exceptuar a los organismos Oficiales del régimen establecido para el percibo de cantidades anticipadas.

. problemas.

    Por lo demás como problemas típicos del articulo pueden citarse;

1) En cuanto al tiempo entiende la doctrina que si la entrega de la cosa es fraccionada, el pago también podrá fraccionarse, si no resulta ser otra la intención de los contratantes.

2) Con relación al lugar del pago, tiene declarado el Ts que en la venta de géneros que se expidan del domicilio del vendedor al del comprador, se entiende entregada la cosa desde que se factura y se remite a disposición del comprador y por cuenta de este y por tanto, el lugar del pago es el domicilio del vendedor.

3) En cuanto a su cuantía la Sentencia del Ts de 2 de Marzo de 1988 se ocupo del siguiente caso: se había pactado la venta de un piso debiéndose determinar el precio final por el número de metros, sin especificar si en tal medida debían incluirse los  correspondientes a los elementos comunes del inmueble ( a prorrata claro es, con los demás pisos). El Ts opto por incluirlos para la determinación final del precio pues lo contrario hubiera supuesto su transmisión a titulo gratuito.

. en cuanto a sus formas especiales:

1) Imputación de pagos. Cuando el deudor tiene varias deudas de igual naturaleza respecto a un mismo acreedor, si antes no se ha pactado nada, puede indicar que obligaciones se extinguen con dicho pago.

2) Dación en pago; se produce cuando el acreedor acepta como pago, una cosa distinta de la realmente debida.

3) Consignación. Es el deposito que en forma legal hace el deudor de la cosa objeto de la obligación cuando el acreedor no quiere o no puede recibirla. De esta forma queda el deudor liberado de toda responsabilidad.

4) Pago con subrogación. Se produce cuando un tercero pago en lugar del deudor, sustituyendo al acreedor en los derechos y acciones que tenia contra el deudor.

5) Pago por cesión de bienes.

En caso de no abonarse el pago en tiempo y forma debidos conforme al numero 3 del articulo 1.501 deberá el comprador satisfacer intereses con arreglo al Art. 1.100.

Esta remisión no ha dejado de plantear problemas:


a) Albaladejo entiende que no basta el cumplimiento del vendedor para que el comprador se constituya en mora, sino que además habrá de ser requerido como señalan los primeros párrafos del Art. 1.100 pues no es este caso una de las excepciones que el mismo Art. señala.

La mayoría de autores y la jurisprudencia del Ts entiende que el cumplimiento constituye la intimación, porque la remisión a un artículo ha de entenderse a la parte del mismo que especialmente le es aplicable; en este caso el último párrafo del Art. 1.100, además de no ser  así se llegaría al absurdo de bastar el cumplimiento en la totalidad de los contratos y obligaciones bilaterales, mientras que en la CV que es su prototipo, seria necesario, además, el requerimiento.

GARANTÍAS EN CASO DE APLAZAMIENTO: EXAMEN ESPECIAL DEL ARTICULO 1504 DEL CÓDIGO CIVIL.

------------------------------------------------------

GARANTÍAS PARA EL COMPRADOR.

      * 1502 y comentario.

GARANTÍAS DEL VENDEDOR.

      * Garantías convencionales.

      * Garantías legales.



art 1467.



art 1503.



art 1504.

. Historia.

. valor genérico.

. requisitos para su aplicación (3).

. como determinar quien incumple.

. el incumplir no se refiere a cláusulas accesorias.

. efectos para: Poseedor Buena Fe y terceros titulares.

. valor dispositivo o imperativo del Art. 1504.

. ¿requerimiento de pago o de resolución?.

. ampliación del plazo al comprador.

. requerimiento y acta notarial de protesto.

. reducción de su  ámbito.

------------------------------------------------------

GARANTÍAS PARA EL COMPRADOR.

     Sin perjuicio de la posible evicción la mayor garantía para el comprador la detalla el Art. 1502 al decir:


"Si el comprador fuere perturbado en la posesión o dominio de la cosa adquirida o tuviere fundado temor de serlo por una acción reivindicatoria o hipotecaria, podrá  suspender el pago del precio hasta que el vendedor haya hecho cesar la perturbación o el peligro, a no ser que afiance la devolución del precio en su caso, o se haya estipulado que, no obstante cualquiera contingencia de esta clase, el comprador estar  obligado a verificar el pago".

      Son dos las interpretaciones que hasta aquí cabe dar al precepto;

     1) Primera interpretación; se contemplan dos supuestos para suspender el pago: a) ser perturbado en la posesión por cualquier acción y b) tener el fundado temor de serlo por una reivindicatoria o hipotecaria.

     En esta dirección podemos citar dos recientes sentencias:

      A) La de 29 de Noviembre de 1986 se ocupo de un caso en que el comprador suspendía el pago de la compraventa al haberse embargado el inmueble por debidos a la Hacienda Pública, declarando el Ts permisible y ajustada a derecho su postura.

      B) Y la de 31 de Octubre de 1987 estudio un supuesto semejante, solo que en este caso el embargo se había trabado por particulares y aceptando la suspensión en el pago del precio declaró que :

"no hay base legal suficiente para limitar, en la hipótesis de perturbación en la posesión o dominio, el número de actuaciones causantes de esa perturbación, si bien han de ser de carácter jurídico y de carácter efectivo y real.".


Y prosigue diciendo que :


"demostrada la perturbación en la posesión y dominio, habrá lugar a retener el precio, sea cualquiera la acción real cuyas consecuencias sean padecidas por el adquirente. En consecuencia, la doctrina sobre la interpretación restrictiva del Art. 1502 no puede ser invocada en esta primera hipótesis de aplicación de la norma, frente a lo que sostiene reiterada jurisprudencia.".

     La doctrina entiende que puede  también originar la suspensión en el pago el ejercicio de acciones interdictales.

     2) Segunda interpretación: solo hay una caso ser perturbado o tener el fundado temor de serlo por una acción reivindicatoria o hipotecaria.

     En este sentido se inclinó la sentencia de 15 de Julio de 1991 que negó la posibilidad de suspender el pago por reclamaciones de terreno efectuadas por colindantes y que reducían la cabida del inmueble diciendo que;


"los hechos en que se fundamenta la suspensión han de provenir del ejercicio de acciones reivindicatorias o hipotecarias, únicas que pueden conducir a semejante resultado, ya que al precepto, por su carácter restrictivo, no puede ampliarse a casos distintos a los comprendidos en el texto legal, siendo, por otra parte, evidente que los actos perturbadores de la posesión imputados a los titulares de las fincas colindantes no constituyen ejercicio de acción reivindicatoria o hipotecaria ni justifican un temor fundado a que ello pudiera llegar a acontecer...".

      Y este mismo criterio restrictivo, adopta la sentencia del TS de 18 de Marzo de 1994:


"....no concurren en el caso los supuestos que según el invocado precepto permiten al comprador suspender el pago, al no haberse ejercitado contra la recurrente ninguna acción reivindicatoria o hipotecaria, únicas, que según la reiterada jurisprudencia de esta Sala, permiten la aplicación del Art. 1502 del Código Civil, de interpretación restrictiva (Sentencias de 20 Diciembre 1989, 15 de Julio 1991, 4 y 16 Junio 1992, entre otras.".

     La Jurisprudencia ha exigido para la aplicabilidad del precepto que la decisión de suspender los pagos adeudados se notifique en forma debida y con carácter previo al vendedor (SS de 25 de Junio de 1964, 15 y 20 de Julio de 1991 y 14 de Noviembre de 1997 -A8121-), no pudiendo ser indefinida ni subsistir cuando el transmitente afianza o presta las necesarias garantías o cuando cesa la perturbación de haberse producido o haya desaparecido el peligro que integra y funda el temor en que se basa su postura de pagos en suspensión: TS 30 de Enero de 1992 y 18 de Octubre de 1994, declarando esta última como requisitos:

"Primero.- Que el comprador sufra actualmente una perturbación o tema sufrirla en el futuro, provenientes ambas precisamente del ejercicio posible de una acción reivindicatoria o hipotecaria, únicas que autorizan a suspender el pago del precio dentro del término estipulado, pues el citado Art. 1502 es de interpretación restrictiva y no puede ampliarse a acciones distintas de las que en el se mencionan.

Segundo.- Que el temor de perturbación sea fundado, sin que sea bastante a autorizar la suspensión la suspicacia de un comprador desconfiado o pesimista, ni servir de pretexto para abusos maliciosos y resistencias injustificadas.

Tercero.- Que el comprador notifique al vendedor su decisión de suspender el pago del precio, pues ni este puede ser indefinido ni puede subsistir cuando el vendedor afiance la devolución del precio, lo que no podría hacer si no se le notifica el ejercicio de esta facultad suspensiva.".

     Es finalmente discutido el problema de si puede el vendedor exigir la consignación judicial del precio. 

GARANTÍAS DEL VENDEDOR.

Hay que distinguir entre :

Garantías convencionales. Las ciframos en :


1) pacto de reserva de dominio ya estudiado.


2) Pacto de reserva de hipoteca, la cual se constituye en favor del vendedor y en garantía del pago del precio.


Realizándose en la misma escritura ambos contratos, estima la D.G.R.N que se trata de un negocio jurídico "complejo".


3) Pacto comisorio o de la lex commisoria, consistente en estipular que de no pagarse el precio en el plazo fijado se entender  resuelto el contrato,


Y cuyos efectos como luego veremos, son producidos previo requerimiento.

Garantías legales.

      La primera es la dada por el Art. 1467 para el caso de que la cosa no se haya entregado:

"Tampoco tendrá  obligación el vendedor de entregar la cosa vendida cuando se haya convenido en un aplazamiento o termino para el pago, si después de la venta se descubre que el comprador es insolvente, de tal suerte que el vendedor corre inminente riesgo de perder el precio.

Se exceptúa de esta regla el caso en que el comprador afiance pagar en el plazo convenido.".

La segunda es la dada por el articulo  1503:

"Si el vendedor tuviere fundado motivo para temer la perdida de la cosa inmueble vendida y el precio podrá  promover inmediatamente la resolución de la venta.

Si no existiere este motivo, se observara lo dispuesto en el articulo 1124.".

     El hecho de que el precepto hable específicamente de inmuebles ha llevado al TS a declararlo aplicable solo cuando la compraventa afecta a este tipo de bienes (9 de Febrero de 1950 y 28 de Febrero de 1989) si bien el profesor De Buen propugna la aplicación analógica a los bienes inmuebles.

El problemático si el precepto se refiere:


a) a aquellas compraventas con precio aplazado.


b) o también a aquellas en que el precio se ha entregado de presente.

     García Goyena, Manresa y García Cantero lo consideran aplicable a todo tipo de compraventas. Este último (Comentarios al Código Civil y las Compilaciones Forales. Editorial Edersa) dice que: "al no distinguir el texto legal hay que entender que el derecho del vendedor existiera sea cual fuere la forma del contrato, al contado o a plazos.".

     Pero la opinión mayoritaria defiende que el precepto se refiere a los supuestos de cosa entregada con precio aplazado, pues en otro caso la resolución puede pedirse inmediatamente con arreglo al artículo 1.124 y sobre la base del incumplimiento actual por falta de pago del precio, mientras en el caso del Art. 1.503 y como dice Lacruz (Elementos de Derecho Civil. tomo II-3§. 1979 p g. 21): "...el Tribunal pronunciara la resolución si se demuestra la verosimilitud de un futurible..". Y en idéntico sentido, Castan y Diez Picazo y Gullon.

     En cualquier caso la resolución sobre proceder  por causas sobrevenidas y ajenas a las que se tuvieron en cuenta cuando se perfecciono el contrato ( TS 13 de Julio de 1962).

     Y tal cual dice García Goyena, el adverbio "inmediatamente" impide la posible concesión de un plazo al adquirente con apoyo en el actual artículo 1.124.

     La tercera es la contenida en el Art. 1504 para el caso de que la cosa se entregase y fuese inmueble, diciendo el mencionado precepto:


"En la venta de bienes inmuebles, aún cuando se hubiera estipulado que por falta de pago del precio en el tiempo convenido tendrá  lugar de pleno derecho la resolución del contrato, el comprador podrá  pagar, aun después de expirado el término, interín no haya sido requerido judicialmente o por acta notarial. Hecho el requerimiento, le Juez no podrá  concederle nuevo termino.".

Y comentándolo vamos a ver:

. Historia.

     Según el profesor Adrados procede directamente del código napoleónico que fue explicito en esta materia ya que el pacto comisorio expreso había llegado a ser inútil en Francia al no producir otros efectos que el de una condición resolutoria tacita (de modo que era necesaria la acción judicial, y el Juez podía, según las circunstancias conceder al deudor plazos para cumplir y aún rehusar el pronunciamiento de la resolución).

     Pero como señala el mismo autor la situación vigente en España al introducirse el Art. 1504 era totalmente distinta; en efecto el rigor del Derecho Romano, en el que el pacto de la lex commisoria producta la resolución de pleno derecho y sin necesidad de "interpelatio" había pasado a nuestro derecho histórico, siendo recogido en Las Partidas, Pero luego se considero excesivo este rigor y se interrumpir  la tradición mediante este nuevo precepto, que exige, para que la resolución tenga lugar, un requerimiento del vendedor al comprador en los términos vistos.

. valor genérico.

     La sentencia de 5 de Mayo de 1967 declara que pese a la colocación especifica del articulo 1504, tiene un valor genérico, debiendo observarse en todos los casos de resolución (tanto cuando se convino condición resolutoria expresa, como en los casos en que a falta de tal cláusula, entra en juego la condición resolutoria tacita del Art. 1124).

     Por este motivo y como dice la resolución de 16 de Octubre de 1989 (con amplia fundamentación) su aplicación procede no solo en los supuestos de compraventa sino en cualesquiera otros contratos onerosos. Si bien este criterio es rechazado por la Sentencia del TS de 31 de Julio de 1995 que lo declara inaplicable a la permuta.

. requisitos para su aplicación.

      Son  aplicables en los casos en que entra en juego el Art. 1504 los mismos requisitos que en aquellos otros en que hay que aplicar el Art. 1124, a saber:


1) Que se trate de obligaciones recíprocas.


2) Que quien resuelve haya cumplido sus obligaciones.

     Así la sentencia de 12 de Marzo de 1986 dice que:


"Los artículos 1124 y 1504 del c ci no se eluden entre s¡ sino que se complementan, en el sentido de que la regla que con carácter general para toda clase de obligaciones contiene el primero es aplicada específicamente por el segundo, cuando se trata de inmuebles, lo que entraña que el éxito de la acción resolutoria contemplada en el Art. 1504 también exige la concurrencia de los requisitos que para el ejercicio de la acción del Art. 1124 considera la doctrina legal, entre ellos que quien inste la resolución haya cumplido por su parte las obligaciones contractuales por ella asumidas, pues no tiene derecho a pedir la resolución el contratante incumplidor.".

     En análogo sentido pueden citarse las sentencias de 31 de octubre de 1968, 3 de Junio de 1970, 10 de Noviembre de 1982, 5 de Mayo de 1983, 7 de Febrero de 1984 etc.

     Por existir incumplimiento del resolvente la sentencia de 22 de Mayo de 1991 niega que pueda resolver debido al impago de las cambiales que representaban el precio cuando dichas cambiales no fueron oportunamente presentadas al pago y en el mismo sentido la sentencia de 18 de Abril de 1989.

     3) Que hay verdadero y propio incumplimiento por parte del "resuelto".

      Dentro de este requisito merecen destacarse dos aspectos:


* el primero de ellos el relativo a si es o no necesario que este "incumplimiento" sea o no voluntario, o sea: si basta con que el deudor incumpla sea cual fuere el motivo o si además es necesario que tenga la voluntad de incumplir.


* El segundo es el relativo a si constituye o no verdadero y propio incumplimiento el dejar de satisfacer en pequeña medida la obligación que se debe.

     En cuanto al primero de estos problemas, el TS inicialmente  exigió una voluntad "deliberadamente rebelde al cumplimiento" por parte del comprador a la que habría de adicionarse el hecho mismo de la falta de pago. La sentencia de 22 de Mayo de 1991 dice que en cualquier caso es necesario;


"que se acredite la existencia de una voluntad deliberadamente rebelde al cumplimiento, no siendo suficiente con el simple retraso, conducta la que se deja expuesta, que, en opinión del Juzgado "a quo" no se da en este caso ya que se trata solamente de un mero retraso, por lo que la constitución en mora de los demandados a partir de la interpelación que notarialmente se les hizo no es bastante para constituir el incumplimiento contractual determinante de la resolución contractual.".

     Hoy sin embargo la jurisprudencia es mucho mas flexible y se limita a pedir una voluntad obstativa al cumplimiento de lo convenido, sin mas, patentizándose esta voluntad por el hecho mismo de vulnerar lo pactado por lo que;


"para la resolución del contrato no se requiere una actividad dolosa del incumplidor, sino que es suficiente que se frustre el fin del contrato para la contraparte, que haya un incumplimiento inequívoco y objetivo". (Sentencias de 26 de Enero y 3 de Diciembre de 1988 , 5 de Junio y 14 de Noviembre de 1989, 24 de Febrero de 1990, 21 de Julio de 1990 0 3 de Enero de 1991 (que no considera incumplimiento la falta de pago de tan solo el 1% del precio) y la de 6 de Noviembre de 1991.".

      En cuanto el segundo de los problemas, o sea la importancia que puede tener el incumplimiento en pequeña medida de la obligación que se debe, la sentencia de 31 de Enero de 1994 es reveladora de que el incumplimiento no siempre puede producir la radical consecuencia de dar pie a la resolución contractual, dice así en sus clarificadores fundamentos de derecho:


"En el caso de autos no es procedente tipificar la conducta del demandado, como comprendida dentro de las descritas exigencias jurisprudenciales. El señor G, compra su modesto piso a finales del año 1981 y satisface puntualmente todas las mensualidades de los años 1982, 1983, 1984 y prácticamente el 1985. Es posible que la existencia de una crisis económica (as¡ lo declara en su contestación a la demanda), le impida, durante ocho meses, cumplir con sus obligaciones de pago; pero, superada esta situación a mediados del años 1986, continua pagando rigurosamente las cuotas de amortización del piso durante el resto de ese año 1986, el 1987 y 1988 hasta finales del mismo, cuando es requerido de resolución. A los pocos días de tal requerimiento, envía por giro postal el total de aquellos plazos que quedaron pendientes hace mas de dos años, y la cantidad le es devuelta. La Sala no desconoce que el requerimiento de resolución impide el pago posterior del precio; que el prolongado transcurso del tiempo comprendido entre el impago y el requerimiento, no supone ninguna clase de renuncia; y que el giro y el cobro de las letras, efectuado con posterioridad a los descubiertos en los que se basa el requerimiento, no puede entenderse como condonación de los débitos, aunque si pone de manifiesto la voluntad de no resolver el contrato; representando todo ello la ausencia en el demandado de la voluntad obstativa al cumplimiento de lo convenido, simbolizada por unos impagos prolongados, duraderos y tendentes a frustrar las legitimas aspiraciones de la entidad demandante, requisitos que como hemos visto, exige la jurisprudencia.

La realidad de una buena fe cumplidora en el comprador queda patente cuando tiene satisfecho con regularidad 2.071.494 Ptas., y se le demanda por el descubierto de 225.000 Ptas., que tenia vencidas hace mas de dos años, y que el vendedor no había reclamado, no obstante seguir percibiendo los plazos posteriores.

Las expectativas de un contrato de compraventa con precio aplazados a 10 años y fraccionado en mensualidades, no quedan frustradas por el hecho de que se haya atrasado el comprador en el pago de ocho de aquellas, si el resto de las setenta y cinco se han venido satisfaciendo con puntualidad, e incluso, mas aun, si consta la voluntad de satisfacer lo debido; voluntad que habrá  de mantener el demandado, respecta a la obligación de hacer efectivo el resto del precio pendiente.".

      En cambio la sentencia de 3 de mayo de 1994 admite la resolución por impago de un último pago fraccionado, cuyo importe ascendía a 300.000 Pts. sobre un precio total de cinco millones de pesetas. Si bien además se daba el caso de que el comprador no había satisfecho nunca los intereses del precio aplazado (precio aplazados que ascendía a tres millones).

      La sentencia del TS de 23 de Marzo de 1994 se ocupa del pacto en cuya virtud establecen las partes que el incumplimiento comporte para el acreedor facultades resolutorias, cualquiera que sea su entidad, concretamente habiase pactado que:


"...la falta de "cualquiera" de las cantidades a que se ha hecho mención en la estipulación segunda de este contrato facultar  bien para reclamar judicialmente al comprador el importe del plazo o plazos impagados en el procedimiento judicial correspondiente, bien para considerar resuelto de pleno derecho al presente contrato...".

      Y si bien no se pronuncia expresamente, declara resuelto el contrato diciendo que:


"...el caso no es equiparable a un incumplimiento que se hubiera producido en el pago de los últimos plazos contractuales que, quizá por su escasa entidad económica pudiera (al menos con referencia a los arts 1124 y 1504) impedir la resolución por tratarse de un remanente mínimo e insignificante.".

      En general véase lo que más adelante decimos en el punto relativo a que el incumplir no se requiere a cláusulas accesorias.

     La existencia o no de incumplimiento es una cuestión de hecho que puede convertirse en cuestión de derecho cuando la base para la determinación del incumplimiento este, mas que en los actos ejecutados, en la trascendencia jurídica de los mismos (TS 21 de Marzo de 1986, 29 de Febrero de 1988 y 21 de Julio de 1990).

     4) Que conforme a la resolución de la D.G.R.N de 7 de Febrero de 1990 la resolución extrajudicial presupone la previa o simultánea consignación de las cantidades que el vendedor hubiera recibido del comprador por virtud del contrato resuelto (Art. 1.124 y 1.295). 

     Y ello aun en virtud de una cláusula penal el vendedor pueda hacer suyas tales cantidades, ello obedece a que aun existiendo esta cláusula penal, sus efectos pueden ser limitados por los tribunales y por tanto el precio que el vendedor ya recibió puede tener que volver al comprador en virtud de la facultad de moderación de las cláusulas penales que a los jueces concede el Art. 1.295.

     Las cantidades consignadas en la medida en que puedan pertenecer al comprador, quedan afectas a las responsabilidad que sobre el inmueble hubieran recaído durante el tiempo en que estuvo a nombre del comprador. Y así la ya citada resolución de 7 de Febrero de 1990 dice que; 


"Lo que no cabe concluir es que el efecto subrogatorio se produzca respecto de todas las cantidades consignadas por el vendedor para obtener la reinscripción a su favor; la consignación global es únicamente presupuesto de la operatividad registral de la resolución, precisamente porque se realizo extrajudicialmente, pero no implica que pertenezcan al comprador, en su integridad y de modo definitivo, todas esas cantidades, por consecuencia de las previsiones contractuales estipuladas, debidamente actuadas judicialmente, el derecho del comprador, puede quedar reducido por la misma ley del contrato a una parte de aquellas (o, añadiríamos nosotros; a ninguna parte de aquellas) y ser  exclusivamente dicha parte la que quedara afecta a las cargas o gravámenes recayentes sobre el bien rescatado que deban extinguirse al operarse la resolución o la que, en otro caso se integrara indiferenciadamente en el patrimonio del comprador para servir de garantía a sus acreedores.".

       Precisamente y dado que esa obligación alcanza no solo al precio recibido sino a la totalidad de las sumas ya cobradas, la D.G.R.N en resoluciones de 8, 9 y 10 de octubre de 1991 ha declarado que no es suficientemente clara la cláusula que se limita a decir que el vendedor ha de consignar el precio pagado en el momento de ejecutar la resolución (aluden las citadas resoluciones a la obligatoriedad de consignar no solo el precio sino los intereses.).

     5) Que se notifique la resolución a la parte resuelta (circunstancia exigible tanto cuando se resuelve en base al Art. 1124 como cuando se resuelve en base al 1504, pues conforme a Sentencia del TS de 2 de Febrero de 1990;


"se precisa la practica del requerimiento al comprador dando por resuelto el contrato previamente a la demanda, que puede ser por conducto notarial o en acto de conciliación.".

     Esta notificación tiene que practicarse en forma;

      * Auténtica; sea notarial o judicial. Respecto a esta segunda, la sentencia de 21 de marzo de 1996 (A 2230) considera correcta la practicada en acto de conciliación, y las de 10 y 14 de Junio de 1996 niegan el carácter de requerimiento previo al efectuado en la misma demanda cuya hecho séptimo declaraba que el requerimiento resolutorio; "tiene lugar mediante esta demanda, resolviendo de modo definitivo el contrato de compraventa".

      * y Recepticia para el vendedor (TS 23 de Abril de 1975, 20 de octubre de 1977, 1 de Mayo de 16 de Noviembre de 1979.). Sin embargo no es necesario esperar a que se haya incumplido para practicarla, pues resulta posible, conforme admite la sentencia del TS de 18 de Marzo de 1994 que el requerimiento resolutoria se haga para el caso de que llegado el momento de cumplir no se cumpla. Esta sentencia viene referida a un supuesto en que existía obligación de pagar uno de los  plazo de una obligación el día 30 de diciembre de 1986, y mediante requerimiento notarial practicado el 26 de Noviembre de ese mismo año se le notifico que en:


"este acto se de por notificado de que caso de que el 30 de Diciembre de 1986 no abone la requerida las cantidades de cuyo plazo de pago expira en dicha fecha, lo que podrá  hacer mediante...en cuyo caso queda resuelta de pleno derecho la escritura publica de compraventa...".

     Y el TS admitió la validez de este requerimiento, previo al momento en que existía obligación de cumplir, diciendo que en el Art. 1504;


"No se exige que el requerimiento sea posterior al impago y no hay obstáculo legal alguno para que esa voluntad obstativa al pago se manifiesta con antelación al vencimiento de la obligación pero para que produzca efectos producido el impago.".

      Además, hay que tener en cuenta que la resolución puede ser dejada sin efecto por la misma parte que la ha practicado si mediante actos posteriores vuelve a otorgar al deudor la posibilidad de cumplir. Tal ocurre cuando, tras la resolución por impago de letras, vuelven estas a presentarse al cobro (TS 14 de Junio de 1996, A 4768) o se admite el pago de cantidades pendientes o en general se permite al deudor cumplir las obligaciones hasta entonces incumplidas; en todos estos supuestos ser  necesario la practica de un nuevo requerimiento resolutorio.

     Nos ocuparemos de dos subtipos de notificaciones:


* la practicada por remisión del documento resolutorio a través de correo y vía notarial.


* la practicada en persona distinta al contratante.

      * En cuanto a la eficacia de la notificación realizada mediante remisión por correo certificado, a través de notario, es mas que variable en la jurisprudencia del TS. La sentencia de 25 de Junio de 1977 declaro que no era suficiente. Sin embargo en sentido contrario se pronuncia la de 11 de Abril de 1990 que admitió la validez de la notificación as¡ practicada en un caso en que firmo el acuse de recibo la madre de la requerida. En cambio poco después, la sentencia de 21 de Mayo de 1991 volvió al sistema anterior y negó la validez en un supuesto en que la firma del acuse de recibo era del mismo interesado.

      La de 17 de Diciembre de 1992 acrecienta mas, si cabe la confusión, pues cambia de nuevo de orientación y declara que:


"reconoce la corrección formal del requerimiento notarial previsto en el Art. 1.504 del Código civil cuando ha sido practicado por correo en la forma establecida por el Art. 202 del Reglamento notarial, requerimiento que tendrá  plena eficacia siempre que se acredite que el mismo llego a su destinatario.".

      Y la de 24 de Febrero de 1993 con un criterio mucho mas abierto, citando la vieja sentencia de 30 de Octubre de 1922 dice que el requerimiento:


"...ciertamente tampoco podía ser personal en el sentido literal de la palabra si el requerido se hallaba ausente en cuyo supuesto era obligado y así se reconocía en punto a su eficacia, hacerlo por medio de cédula entregada a un vecino....".


Y admite la validez de la carta enviada por conducto notarial con acuse de recibo:


"...siempre con tal que no se acredite la falta de recepción del requerimiento notarial por correo certificado con acuse de recibo....".

      Es decir que no solo admite la resolución practicada por este medio sino que además parece invertir la carga de prueba y exigir al destinatario la acreditación de que la resolución no ha llegado a su poder.

      La de 16 de Junio de 1992 admite resuelto el contrato cuando el requerimiento se ha efectuado a los dos esposos compradores en carta remitida a uno de ellos por conducto notarial, sin embargo esta sentencia no es representativa del problema habida cuenta de que se declaro probado que ambos cónyuges conocieron también la resolución por otras vías.

      El mismo criterio aperturista sigue la Sentencia de 21 de Octubre de 1996 (A 7234); por conducto notarial se había remitido la resolución de un contrato de franquicia y en el acuse de recibo se expresaba simplemente: "Avisado 5/2/1991. Caducado. Devuelto. Retour", y el Tribunal dio por practicada la resolución; 


"...al ser únicamente imputable a la conducta, si no dolosa, cuando menos negligente, de la destinataria de dicha carta la no recepción de la misma, al no haber probado la existencia de causa razonable alguna que se le impidiera...".

      * En cuanto a la notificación practicada en persona distinta al contratante, la sentencia de 18 de Noviembre de 1993 se ocupa de un supuesto en que el Notario hizo entrega del documento resolutorio, no al contratante, que no fue hallado en el domicilio, pues había cambiado su lugar de residencia, sino a la que dijo ser su hija y declara que;


"Habiéndose entregado la c‚dula del requerimiento a una hija del propio demandado y no habiéndose acreditado que aquella no hubiera entregado a este dicha cédula, el requerimiento es correcto, eficiente y trascendental (SS 30-10-1922, 25 Mayo y 25 Septiembre 1985.".

      Y añade refiriéndose al cambio de domicilio por parte del contratante resuelto que;


"...no ya por presunción sino porque "ope legis" el requerimiento habría de practicarse donde dice el contrato que tiene su domicilio el comprador sin que pueda imputarse al vendedor falta de diligencia en descubrir el cambio de domicilio por los avatares sufridos en su matrimonio, ya que es aquel y no éste, quien tiene que velar por sus intereses y comunicar tal cambio eventual al vendedor por lo que éste cumplió con sus obligaciones como también lo hizo el Notario en la forma en que llevó a cabo el requerimiento.".

      6) Por ultimo el TS no admite que la resolución se ejercite por vía de excepción y la sentencia de 15 de Junio de 1993 declara que:


"...la facultad resolutoria puede ejercitarse en nuestro ordenamiento no solo en la vía judicial, sino también mediante declaración, no sujeta a forma, dirigida a la otra parte, pero a reserva (claro esta) de que sean los Tribunales quienes examinen y sancionen su procedencia cuando es impugnada...... ahora bien, esa declaración judicial sólo puede obtenerse mediante el ejercicio de la correspondiente acción resolutoria del contrato......siendo así que, a diferencia de la nulidad contractual, la resolución ha de ser hecha valer por vía de acción, y no cabe su alegación como excepción a no ser que se trate de una resolución convencional o ya declarada judicialmente.".

. como determinar quien incumple.

      En la practica totalidad de los supuestos de resolución por incumplimiento contraalega la parte demandada en defensa de su postura el previo o simultáneo incumplimiento de sus obligaciones por parte de quien resuelve. La sentencia de 9 de Julio de 1993 da las reglas en que basarse en tales casos; "A" compro un inmueble el documento privado y no pago su precio, "B" no otorgo escritura publica de venta en su favor y resolvió el contrato. El TS declaro que:


"2.- La doctrina de esta Sala en cuestiones de reciproco incumplimiento señala, que además del momento inicial del mismo respecto de una y otra parte, que puede ser aspecto esencial para resolver sobre ello, es de tener también en cuenta el relieve, importancia o trascendencia de los actos, conductas o hechos que integran ese incumplir, ya que si los del actor recaen sobre aspectos accesorios o complementarios, no son de tener en cuenta; 3.- En consecuencia, ha de tratarse en todo caso de un incumplimiento sustancial para que pueda provocar la resolución del contrato, aspecto en relación con el cual es de señalar, que en supuestos como el presente es el demandado quien debió acreditar que el incumplimiento del otorgamiento de la escritura publica tuvo la entidad suficiente para exonerarle del pago del precio o impedir la resolución del contrato (vid respecto de ello la S 12.7-1991 y a mayor abundamiento, la de 6-11-1987).".

. el incumplir no se refiere a cláusulas accesorias.

     La Sentencia de 7 de Junio de 1963, expreso que la virtualidad y eficacia del Art. 1504 se contrae exclusivamente a las hipótesis de alta de pago del precio convenido, sin alcanzar al incumplimiento de cualesquiera otras de las cláusulas contractuales.

     En idéntico sentido las sentencias de 5 de Junio de 1989 y 24 de Febrero de 1990.

     Y también la resolución de 24 de Marzo de 1987 ocupándose de un supuesto en que se pactaba por un lado el precio (representado por las correspondientes cambiales) y por otro que la repercusi¢n del Impuesto de Trafico de Empresas (hoy desaparecido) correspondería al adquirente: representándose su importe también mediante letras y estipulándose que al realizarse el impago de estas ultimas cambiales el vendedor podría imputar el importe procedente de aquellas que representaba el pago del principal a la repercusi¢n del Impuesto, con lo cual la condición resolutoria que solo puede venir referida al pago se hacia extensiva a una obligación accesoria del contrato; a saber; el pago de los impuestos por el comprador, ya que el vendedor podía imputar para ello las sumas recibidas para pago del principal que SI estaba afectado por la condición.

     La Dirección General confirmó la negativa del registrador a inscribir y finaliza su resolución diciendo que "no procede extender la garantía arbitrada por dicha norma (Art. 1504) a prestaciones accesorias derivadas del contrato de compraventa (Sentencia de 7 de Junio de 1963) y por ello debe rechazarse el pacto de imputación recogido en la escritura calificada, en cuanto produce aquel efecto prohibido.".

     Sin embargo las Resoluciones de 5 , 6, 7 y 19  de Febrero de 1990 se inclinan en una dirección contraria: se había producido la venta de un piso quedando pendiente de pago una suma, a la misma se le añadieron un 12 % anual de intereses y el importe total se represento mediante 143 letras cuyo pago actuaba como condición resolutoria. El registrador negó la inscripción por quedar también garantizado el pago de intereses y en cambio la D.G.R.N admitió la validez de la condición resolutoria pues el que en cada uno de los pagos;

"pueda distinguirse conceptualmente dos partes, capital e intereses, en función de la fijación del importe al contado, no enturbia el hecho de que solo el pago total procura la satisfacción esperada por el vendedor como determinantes de su voluntad negocial". 

     La misma resolución declara obligatorio que en la Escritura se haga mención expresa de la parte que en cada pago se atribuye al capital y de la parte que se atribuye a los intereses. Y finalmente admite que tenga acceso al registro la cláusula penal en cuya virtud el adquirente que  deja de pagar pierde un porcentaje de los plazos ya satisfechos.

       Identica tesis fue admitida por Resoluciones de 8, 9 y 10 de octubre de 1991, todas ellas de la misma literalidad (y curiosamente interpuestas contra la pertinaz calificación registral que había dado lugar a las resoluciones ya estudiadas), en ellas se admite la validez de una cláusula que literalmente establece;


"el precio de contrato de esta venta se fija en X pesetas, de las cuales X Pts. se declaran recibidas con anterioridad, y el resto de X Pts., incrementado con el inter‚s anual del 12% que la voluntad negocial constituye como una sola obligación integrante de la contraprestación básica del comprador, se aplaza, para ser satisfecho por éste en 29 plazos trimestrales, los días 1 de los meses de Enero, abril Julio y Octubre de 1997, ambos inclusive, por un importe unitario de x Pts. cada uno de ellos, excepto el ultimo que es de X Pts.".

      Y además incorporaba a la escritura un cuadro de amortización firmado por ambas partes, en el que se especifica, siguiendo el sistema francés, la composición de cada una de las cuotas constantes, esto es, que parte de las mismas corresponde a amortización de capital y cual a abono de intereses, sin que lo que en cada año ha de abonarse por intereses exceda de una anualidad de intereses computada, mes a mes, sobre el total del capital garantizado.

      Más tarde la resolución de 4 de Mayo de 1992 reitero la misma tesis.

      Y por último, la ha acogido el Ts en su sentencia de 3 de mayo de 1994, que, al admitir una resolución de contrato por impago, declaro:


".....los compradores-recurrentes no solo han dejado de pagar las ultimas 300.000 Ptas. de principal, sino toda la deuda de intereses del precio que quedó aplazado y no cabe diseccionar la deuda del precio aplazado y la de intereses, ya que ambas se han querido como una unidad representativa de la contraprestación económica por la transmisión que los vendedores realizan, de modo que su pago total satisface el inter‚s de los mismos. Por ello debe compartirse el criterio de la sentencia recurrida de que ambos conceptos debidos suponen una suma importante en relación al precio pactado de notoria trascendencia en el significado económico de la compraventa y, como corolario, desestimarse el motivo.".

. efectos de la resolución para el poseedor de buena fe y para terceros titulares.

      Como mas adelante veremos el  ámbito de aplicación del precepto viene siendo día a día reducido tanto por la jurisprudencia como por las resoluciones de la D.G.R.N, dentro de esta tendencia, hay que enmarcar los restrictivos criterios interpretativos que han limitado respecto a terceros, las consecuencias derivadas de resolver el contrato.

      Así respecto al poseedor de buena fe la sentencia de 15 de Febrero de 1991 se ocupo de un caso en que el comprador había edificado sobre el terreno respecto al cual se dejo sin efecto la compraventa al dejarse de pagar su precio y concluyo condenando al vendedor a abonar los gastos de edificación que el comprador (rescindido) había llevado a cabo como poseedor de buena fe, pues;


"....las declaración judicial que anula el contrato de compraventa pro incumplimiento consistente en el impago parcial del precio por el comprador demandado, no puede seguirse, sin más, que las obras llevadas a cabo por éste en la cosa objeto del contrato mientras estuvo en su poder, fueron realizadas de mala fe, ya que ello supondría aceptar un efecto automático de la resolución del contrato que, contra la presunci¢n citada del Art. 436 del Código y sin la previa declaración de mala fe por los Tribunales (SS 1 y 8 de Febrero de 1964 y 25 de Mayo de 1965 y 9 de Marzo de 1966) negaría la continuidad en la buena fe del poseedor que adquirió con título inicialmente valido y eficaz.".

      También se ocupa de esta materia la sentencia de 13 de Octubre de 1995; el vendedor de una vivienda resolvió por impago y tras aceptarse su pretensión por los tribunales, el comprador (cuya compra habían ya resuelto los tribunales, reclamo daños y perjuicios por las obras realizadas en la casa, a ello reconvino el vendedor solicitando la compensación de tal reclamación con el importe de los daños y perjuicios que se le causaron.

      La sentencia afirma que al contener el código civil normas propias sobre los efectos de la resolución (arts 1123,2§ y 1122, 6§) no son aplicables las normas que regulan la liquidación de un estado posesorio y consecuentemente; "al deudor incumplidor no le corresponde sobre las mejoras realizadas a sus expensas, sino los derechos que le atañen al usufructuario, que no son otros que los de retirarlas si fuera posible hacerlo sin detrimento de los bienes, pero no el de ser indemnizado de su importe.".

      Sin embargo, como el vendedor-resolvente, volvió a vender el inmueble por un precio que duplicaba al de la primera venta (ya resuelta), admite que existe un enriquecimiento sin causa y acepta por tanto que el vendedor-resolvente deba abonar las mejoras realizadas, sin embargo añade que:


"Al ser de aplicación el artículo 487 del Código civil también lo es el siguiente, que permite al usufructuario la compensación de las mejoras con los desperfectos o perjuicios en sentido amplio, y esto es lo que por otra vía deductiva ha efectuado el Tribunal "a quo", incluyendo también los daños morales, en una documentada y extrema exposición que se acepta en su integridad; operación que arroja una diferencia entre estos perjuicios y el valor de las obras efectuadas de 2.640.000 Pts.).".

      Y respecto a terceros titulares registrales, la resolución de 28 de Mayo de 1992 se ocupo de un caso en que el vendedor resolvió por impago del comprador, dirigiendo la demanda contra este, pero no contra el posterior adquirente de la finca.

      El Registrador denegó la inscripción de la sentencia que resolvía el contrato porque de dicha sentencia no resultaba "la citación o audiencia al titular registral afectado por la cancelación".

      La D.G.R.N planteo así la cuestión: 


"La cuestión planteada en el presente recurso es la de decidir si la sentencia firme dictada en juicio entablado exclusivamente contra el comprador por la que se declara resuelta la compra, al no haberse pagado oportunamente el precio aplazado, es titulo suficiente para la cancelación no solo de la inscripción en favor del demandado sino también de los asientos posteriores relativos a actos dispositivos que este realizara ulteriormente, habida cuenta que en la compra se previo expresamente que la falta de pago del precio daría lugar a la resolución de pleno derecho del contrato conforme al Art. 1504 del código civil, que dicha previsión fue oportunamente reflejada en el Registro de la Propiedad y que, al tiempo de entablarse la demanda, la finca en cuestión figuraba ya inscrita a favor de un tercero que traía causa del comprador".

      La resolución admite que la cuestión es dudosa, y si bien declara que la notificación al tercero exigida en sede de hipotecas no resulta analógicamente aplicable en el caso de la resolución, (pues en la hipoteca se busca la satisfacción de un crédito que puede satisfacer el tercero y aquí¡ simplemente se resuelva sin que el tercero adquirente tenga posibilidad de pagar) sin embargo acaba denegando la inscripción dado que la sentencia se había dictado con el allanamiento del demandado, lo que a juicio de la D.G.R.N no basta para acreditar la existencia de todas las condiciones necesarias para resolver.

      En nuestra opinión la resolución es totalmente desafortunada por cuanto a) el único capacitado para apreciar si se han cumplido o no todas las condiciones necesarias para resolver es el Juez, quien precisamente si dicta sentencia estimando la demanda es porque ha apreciado su existencia, b) porque ningún derecho del tercero se viola con la resolución pues ya conoce al adquirir tal posibilidad y c) Porque si bien la sentencia se dicto en base a la confesión del vendedor y esta solo tiene el limitado alcance que le da el Art. 1232 del C ci, sin embargo el registrador no esta facultado para apreciar el alcance de la confesión, sino únicamente el alcance que pueda tener la sentencia dictada en base a ella, alcance que no se limita a las partes sino que vincula a todos, incluidos los terceros.

. valor dispositivo o imperativo del Art. 1504.

     ¿Pueden las partes estipular una resolución de pleno derecho?, es decir ¿pueden prescindir del requerimiento del Art. 1504 estableciendo una propia condición resolutoria por falta de pago?.

     Así lo entendió el profesor Traviesas en la Revista de Derecho Privado en opinión publicada en 1929.

     Pero la generalidad de la doctrina rechazar tal posibilidad, y en este sentido fueron los primeros en pronunciarse Ruiz Martínez, Andrados, Badenes Y Escriva de Romaní, quienes consideran que el Art. 1504 tiene carácter imperativo.


a) Por el origen del precepto, puesto que con ‚l el legislador se propuso templar el rigor de la lex commisoria, que en nuestro Derecho, siguiendo el precedente romano, actuaba sin necesidad de "interpellatio" y


b) Porque la misma existencia del Art. 1504 solo se justifica si se le da al mismo un carácter imperativo, y la razón de ser del precepto es imponer una limitación al arbitrio de los contratantes.

      Por lo que se refiere a la Jurisprudencia, la Sentencia de 10 de diciembre de 1911 sostuvo el carácter dispositivo del precepto, ello en base al principio de autonomía de la voluntad del Art. 1255, pero la jurisprudencia posterior, entre otras la Sentencia de 11 de Noviembre de 1943 rechazo tal posibilidad, al no admitir la validez de una condición resolutoria pura sin requerimiento.

     Respecto de los efectos de un pacto que contenga una verdadera condición resolutoria por falta de pago, parece evidente dados los términos del precepto que no ser  nulo, sino que subsistir  la amenaza de resolución aunque no con el carácter automático estipulado por las partes, sino con la exigencia del requerimiento de dicho articulo.

. ¿requerimiento de pago o de resolución?.

     La antigua doctrina francesa lo consideraba como un requerimiento de pago, llegando este criterio hasta Planiol y Ripert, pero la doctrina posterior representada por Laurent cambio de opinión y señala que el objeto del requerimiento es notificar la resolución, es decir constatar el momento en que la venta esta resuelta

     En nuestra doctrina Manresa señala la contradicción que supone requerir de pago a una persona precisamente para impedirle que pague, por lo que concluida que se trataba de una "notificación por la que el vendedor opta por la resolución del contrato" o m s bien de un requerimiento que el vendedor hace al comprador para que se allane a resolver la obligación.".

     Y esta tesis ha sido aceptada por la jurisprudencia que reiteradamente ha declarado que no resuelve ni usa de la facultad prevista en el Art. 1504 quien simplemente reclama el pago o cumplimiento de la obligación, sirva como corolario de toda la anterior doctrina la sentencia de 7 de Octubre de 1991, al decir:


"...siendo erróneo entender que el requerimiento cuyo contenido consiste en la reclamación del precio, constituye el supuesto del Art. 1504 del C ci porque tal requerimiento, cuando es de resolución, obsta al pago posterior del precio, de tal modo que en tanto no haya requerimiento propiamente resolutorio queda abierta la posibilidad de pago del precio (sentencias de 25 de Enero de 1985, 10 de Octubre de 1987, 24 de Febrero, 9 de Marzo, 9 de Mayo y 5 de Septiembre de 1990 entre otras).".

      Por otro lado, la resolución ya efectuada, queda sin efecto cuando el vendedor admite, tras ella, el pago del precio o de parte del mismo (TS 19 de Diciembre de 1991).

. ampliación del plazo al comprador.

     ¿Puede pese al requerimiento del Art. 1504 ampliarse el plazo para que el comprador pague?.

     Lo cierto es que al vendedor le interesa que pague el comprador y por ello con frecuencia se tiende a prorrogar de alguna manera el plazo al comprador de forma que aún después del requerimiento, tenga algunos días para pagar.

      Así se establecido en escrituras autorizadas por Vallet y Palomino. Martínez Sarrion (impugnando argumentos que en contra había dado Camy) afirma que siempre se puede ampliar el plazo al comprador, porque, si un requerimiento puede producir un efecto automático, también puede producirlo condicionalmente si así se pacta (de ese modo lo mismo que se puede requerir sin mas al comprador moroso para que tenga por resuelta la venta, se le puede requerir también para que la tenga por resuelta solo en el caso de que no cumpla el requerimiento de pago que, a la vez, se le hace, señalándole un término para realizarlo.).

     Igualmente al profesor Adrados le parece admisible que, sea espontáneamente en el requerimiento, sea en virtud de pacto en la escritura de venta, el vendedor conceda un plazo superior, mediante el mecanismo del requerimiento de pago y subsidiariamente para el caso de que no sea atendido en el término señalado, la notificación de resolución.

     Hoy el problema se haya resuelto por la Jurisprudencia que no duda  (SS de 1 de Junio de 1987, 8 de Febrero de 1988, 24 de Febrero de 1990 y 6 de Noviembre de 1991) en indicar que "no hay ninguna objeción jurídicamente atendible en nuestro derecho que impida calificar el requerimiento del Art. 1.504 del Código Civil como un acto jurídico complejo integrado, en su fin principal, por una declaración unilateral de voluntad condicionada, es decir, en la que la finalidad ultima, que es el ejercicio de la resolución, se condicione al cumplimiento de un acto, el pago por el deudor comprador.".

    Quien no esta facultado para ampliar el plazo es el tribunal que conoce de la demanda de resolución, pues esta se ha producido ya con el requerimiento efectuado por la parte (TS 29 de Diciembre de 1997. A 9605).

. requerimiento y acta notarial de protesto.

     Es muy frecuente en la practica que los diversos plazos en que se fracciona el precio se representen por otras tantas letras de cambio, cuyos datos esenciales se hacen constar en la escritura, lo que ha planteado el problema de si el requisito del requerimiento del artículo 1504 se cumple mediante el acta notarial de protesto por falta de pago de la letra.

     Así ocurría en escritura autorizada por G Palomino en la que se indicaba que "bastaba para acreditar la resolución el protesto de las letras de cambio". En la resolución que motivo la citada escritura no se planteo este punto y fue el profesor Camy, quien al comentar esta resolución planteo la cuestión opinando en sentido negativo, al decir que no puede entenderse que el protesto consista en una notificación de haber optado por la resolución y no por la acción de petición del precio.

     Por el contrario Martínez Sarrion entiende que el protesto, que no es fundamentalmente un requerimiento de pago sino la constatación del impago de una letra, puede cumplir la función del requerimiento notarial a los efectos del 1504 si se conviene expresamente en ello.

     Por su parte Adrados, estima que la intimación del Art. 1504 puede ser "agregada" al protesto, pues no hay nada que impida llevar ambos requerimientos a un mismo instrumento, pero añade que el protesto, ni por si mismo ni en virtud de pacto puede llenar la función del requerimiento del Art. 1504.

. reducción de su  ámbito.

     Ahora bien, el Art. 1504 ve muy reducido su  ámbito de aplicación como consecuencia de las resoluciones de la D.G.R.N y la jurisprudencia del TS.

Ciñéndonos a las primeras :

     La resolución de 29 de Diciembre de 1982 se plantea el supuesto de posible resolución de la compraventa de un inmueble como consecuencia del impagado de unas letras, cuando esta resolución fue pactada conforme al mencionado precepto y cuando se había producido el correspondiente requerimiento notarial de pago.

     El adquirente se opuso a la resolución del contrato alegando que las letras habían sido impagadas pero habiase pactado por las partes, a la vista de ello, una nueva forma de pago y por tanto no cabía resolver unilateralmente el contrato.

     Sienta la D.G.R.N apoyándose en anterior jurisprudencia que ante el requerimiento de pago exigido por el Art. 1504 el adquirente puede:


+ oponerse.


+ mostrarse de acuerdo con la resolución.


+ no contestar.

     En los supuestos en que se muestre de acuerdo con la resolución o no conteste cabra resolución del contrato y nueva inscripción en el Registro a favor del vendedor, pero no así en el caso de que se oponga, supuesto en el cual y por surgir un litigio entre las partes habrá  que acudir ante los tribunales para resolverlo.

     La resolución de 19 de Enero de 1988, se ocupo del siguiente caso:

     A vendió una finca a B con condición resolutoria por impago y cláusula penal de perdida del precio percibido hasta producirse el impago que dio origen a la resolución. B dejo de pagar con el tiempo, por lo que se le notifico la resolución a la que no se opuso, pero manifestó que había vendido la finca a "C". El registrador se negó a inscribir la resolución y la D.G.R.N confirmó la negativa, hasta que A no consignara el precio recibido hasta resolver, y que por aplicación de la cláusula penal había pasado a ser suyo.

     La de fecha 2 de Febrero de 1988 se ocupa de un caso semejante;

     El comprador no se oponía a la resolución pero sobre la finca mediaba un embargo por deudas suyas. El registrador se negó a inscribir, y la D.G.R.N confirmó su decisión, mientras el vendedor no consignase la parte de pago que ya había recibido y que por aplicación de la cláusula penal había adquirido.

     En cuanto a la jurisprudencia del TS merecen destacarse las sentencias de 1 de Marzo de 1982 y 13 de Diciembre de 1990, ambas referidas al mismo problema y especificando la segunda que;

".....el requerimiento resolutorio del artículo 1.504 pierde su eficacia cuando se prueba que, con posterioridad al mismo, han existido conversaciones tendentes al cumplimiento del contrato...".

     Con todo ello la finalidad del precepto, que nosotros ciframos en evitar el tener que acudir a los tribunales para resolver la venta, queda relegada al olvido con la simple oposición por cualquier motivo que pueda hacer, aun de mala fe, el adquirente.

      Hay además una segunda vía por la que el precepto ve reducido su  ámbito de aplicación; es la posible exclusión de sus efectos que, generalmente en forma involuntaria, establecen las partes contratantes al prever para el caso de incumplimiento distintos efectos contradictorios entre si; es este el caso del que se ocupa la sentencia de 26 de Mayo de 1992: En un contrato privado de compraventa se había incluido una cláusula del siguiente tenor:

"La falta de pago a su vencimiento de cualquiera de las cantidades aplazadas, dar  derecho a la rescisión de este pudiendo disponer el vendedor de la vivienda, sin mas requisitos que la notificación al adquirente sin tener que devolver a este cantidad alguna de las percibidas, quedando a beneficio del vendedor las entregadas a cuenta como indemnización de daños y perjuicios.

Ambas partes, de común acuerdo, hacen constar que en el caso de impago de cualquiera de las cambiales que en este acto se aceptan para pago de la parte del precio de compraventa aplazada; el comprador se compromete formalmente a pagar en su día extrajudicial y judicialmente, además del valor correspondiente a la cambial o cambiales, los intereses de demora devengados desde la fecha de vencimiento de impago de dicha cambial, calculados al 1'50% mensual, que es el normal bancario.".

      El Ts entendió que los dos párrafos eran contradictorios entre si, pues si el primero daba derecho al vendedor a rescindir, el segundo otorgada derecho al comprador a pagar con el interés de demora pactado y el Supremo considero, haciendo prevalecer el derecho del comprador, que tácitamente se había excluido el derecho de rescindir, pues:

"no es de recibo pensar que además de quedar ya anulada la compraventa, tenga el comprador que satisfacer el precio aplazado mas los intereses de demora, habiendo, para salvar esa no concurrencia, que concluir en que en la practica al vendedor, solo le cabe, de consiguiente, ejercitar la pretensión inserta en el repetido párrafo 2, y no así como ha efectuado, actuar en mor del primero, con lo que no es posible como ha ocurrido en autos, que ese impago de la última cambial, (más la anexa) no produzca exclusivamente esa sanción y si permita al vendedor, pretender una resolución que quedaba así anulada, a menos, en su automatismo de ejercicio....".

      Por tanto hay que llevar cuidado con los pactos resolutorios, habida cuenta de que debe de configurarse la facultad alternativa para el vendedor de rescindir o de exigir el pago más los intereses de demora, e incluso otorgarle ambas facultades conjuntamente configurando la segunda como cantidad que deba de integrarse en la indemnización de daños y perjuicios ocasionada por la rescisión contractual, pero si su establecimiento en pro del vendedor no es absolutamente claro los tribunales pueden entender que la atribución al deudor del derecho a pagar con intereses de demora excluye la facultad de rescindir del acreedor.

GARANTÍAS DEL VENDEDOR EN LA LEY DE VENTA A PLAZOS  DE BIENES MUEBLES.

------------------------------------------------------

. arts 10 y 11 y otras.

. comentarios.


* plazos consecutivos o .?


* aplicación subsidiaria del 1124.


* caso de incorporación a un inmueble.


* problemas de la indemnización por el deterioro.

. duración de estas garantías.

------------------------------------------------------

. arts 10 y 11.

      Las garantías del vendedor viene recogidas en los arts 10 y 11 de la Ley 28/1998 de 13 de Julio de Venta a Plazos de bienes muebles:

Art 10:


1) Si el comprador demora el pago de dos plazos o del último de ellos, el vendedor, sin perjuicio de lo que dispone el artículo siguiente, podrá  optar entre exigir el pago de todos los plazos pendientes de abono o la resolución del contrato.


Cuando el vendedor optare por la resolución del contrato, las partes deber n restituirse recíprocamente las prestaciones realizadas. El vendedor o prestamista tendrá  derecho:

a) Al 10 por 100 de los plazos vencidos en concepto de indemnización por la tenencia de las cosas por el comprador.

b) A una cantidad igual al desembolso inicial, si existiera por la depreciación comercial del objeto. Cuando no exista el desembolso inicial, o este sea superior a la quinta parte del precio de venta al contado, la deducción se reducir  a esta última.

Por el deterioro de la cosa vendida, si lo hubiere, podrá  exigir el vendedor, además, la indemnización que en derecho proceda.


2) La falta de pago de dos plazos o del último de ellos dar  derecho al tercero que hubiese financiado la adquisición en los términos del Art. 4 para exigir el abono de la totalidad de los plazos que estuvieren pendientes, sin perjuicio de los derechos que le correspondan como cesionario del vendedor y de lo dispuesto en el articuló siguiente.".

Art 11:

"Los jueces y tribunales, con carácter excepcional y por justas causas apreciadas discrecionalmente, tales como desgracias familiares, paro, accidentes de trabajo, larga enfermedad u otros infortunios, podrán señalar nuevos plazos o alterar los convenidos, determinando, en su caso, el recargo en el precio por los nuevos aplazamientos de pago.

Igualmente, tendrán facultades moderadoras de las cláusulas penales pactadas para el caso de pago anticipado o incumplimiento por parte del comprador.".

      Se establecen además como medidas tendentes a proteger el derecho del vendedor;


* La oponibilidad frente a tercero de las reservas de dominio o de las prohibiciones de disponer que consten inscritas en el Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles.


* la presunción de que el contrato inscrito es válido.


* la posibilidad de ejercitar sus derechos por vía ejecutiva cuando el contrato este documentado a través de las formalidades previstas en el Art. 1429 de la L.E.Ci.


* El establecimiento de un procedimiento especial para la recuperación del bien vendido cuando el contrato conste inscrito y formalizado en modelo oficial. 

      Vamos ahora a señalar alguno de los problemas que plantean los preceptos analizados:

      a) ¿Los dos plazos que hay que impagar para aplicarse el artículo visto, tendrán que ser consecutivos o podrán ser alternos.?.

      La doctrina entiende que se trata de dos plazos "consecutivos", así Bercovitz.

      b) ¿Es aplicable subsidiariamente el Art. 1124 del C ci?.

      Para Bercovitz (Comentarios de la Ley de ventas a plazos de bienes muebles, 1977, Págs. 215 y sigue), el articulo 11 "no es sino una especificación del Art. 1.124 del C ci por lo que no cabe descartar la aplicación supletoria de este en lo no previsto por aquel".

      Así cuando el deudor opte por el cumplimiento podrá  igualmente exigir el resarcimiento de daños y el abono de intereses, y parece l¢gico entender, en su criterio, que el vendedor pueda pedir la resolución del contrato, aun después de haber optado primero por el cumplimiento, en la medida en que este no sea normalmente viable.

      Por contra Baldo del Castaño (R‚gimen Jurídico e las Ventas a plazos. 1974, Pág.13) no cree posible la aplicación subsidiaria del Art. 1.124.

      c) ¿Se excluye la posible devolución de la cosa vendida cuando se ha incorporado a un inmueble, adquiriendo por tanto su naturaleza?.

      Baldo del Castaño (Régimen Jurídico de las Ventas a plazo, 1974 Pág. ) lo niega diciendo que no es óbice para resolver que los muebles "vayan a convertirse en inmuebles por el comprador, sea por incorporación, sea por destino conforme a los números 3º,4º y 5º del artículo 334 del Código civil.".

      Y en idéntico sentido Bercovitz (comentarios a la ley de venta a plazos de bienes muebles, 1977 Pág. 83); "el destino concreto de los bienes adquiridos es irrelevante, no constituyendo obstáculo para su inclusión en el ámbito de la ley que se incorporen posteriormente a otros bienes muebles o a bienes inmuebles.". Ello aun pensando en el posible conflicto que pueda surgir con la normativa del código civil (piénsese en los artículos de este dedicados a la adquisición por accesión).

      Esta postura es admitida por la Sentencia del TS de 20 de Junio de 1989.

      d) La indemnización por el deterioro que haya sufrido la cosa vendida no es incompatible ni con la retención del 10% ni con la perdida de la cantidad inicialmente pagada, sin embargo para que el Juez lo conceda necesariamente tiene que haber quedado acreditado en los autos la existencia de ese deterioro (Ts 1 de Marzo de 1990) lo que difícilmente se producir  habida cuenta de que habitualmente la cosa seguir  en poder del comprador. Nada impide sin embargo solicitar tal indemnización en juicio aparte y posterior al de resolución.

. duración de estas garantías.

     El Art. 24 de la Orden Ministerial de 15 de Noviembre de 1982 por la que se aprueba la ordenanza para el registro de venta a Plazos de bienes muebles prevé que la inscripción de los contratos caducará y se cancelará de oficio por el transcurso de un año contado a partir del vencimiento del último plazo o, en su caso, del vencimiento del plazo especial que para pagar pueda otorgar el juez al amparo de lo que le permite el Art. 11 de la Ley de Venta a Plazos. A partir pues de este momento desaparece cualquier preferencia para el cobro.

     Sin embargo el TS en sentencia de 10 de Mayo de 1990 permite que las anotaciones de ventas a plazos prolonguen su eficacia más allá  del momento de su caducidad: se trataba de un supuesto en que se trabo embargo sobre los bienes, cuando todavía no había sido cancelada por caducidad la inscripción del contrato. Posteriormente al embargo se produjo tal cancelación por caducidad, sin embargo al ir a ejecutarse el mismo, el vendedor interpuso tercería de dominio, que fue admitida por el TS  en base a que apercibido el embargante al tiempo de embargar de la pendencia de unos plazos que podían dar lugar a la resolución del contrato : 

"......la pervivencia de la inscripción de las ventas de tal naturaleza y carácter cuando el embargo fue practicado cumple adecuadamente con la finalidad de la constancia ante terceros que la inscripción registral persigue.".

      Este mismo criterio fue confirmado por la sentencia de 18 de diciembre de 1990.

      No obstante la sentencia de 4 de Octubre de 1993, deja desprotegido al vendedor que no ha inscrito su derecho: "A" vendió bienes a "B" con reserva del dominio, pero no inscribieron la venta a plazos en el registro especial. Un año y medio después la Tesorería de la Seguridad social embargo los bienes vendidos y ante ello, tres meses después de producido el embargo "A" inscribió su contrato e interpuso tercería de dominio. El Ts desestimo la tercería apoyándose en;

"...una reiterada doctrina de este tribunal de la que son muestra las SS 4-10-1971, 27-12-1974, 28-3-1978 y 22-6-1982, que acogiendo el mandato del Art. 23 párrafo 1º de la Ley de 17-7-1965, sobre venta de muebles a plazos, que estableció que para que sean oponibles a tercero las reservas de dominio o las prohibiciones de enajenar que se inserten en los contratos sujetos a la presente Ley, ser  necesaria su inscripción en el Registro a que se refiere el párrafo siguiente, insiste en que, en la hipótesis contemplada, esto es, cuando el vendedor al contratar sobre una cosa conserve algún derecho dominical sobre la misma, deber  hacerlo constar en el correspondiente registro especial para accionar contra quien pretenda actuar sobre ella y hacerse, con su valor, pago de una deuda, de modo que solo así, antecediendo la inscripción de la reserva a la actuación documentada (embargo) del acreedor ejecutante, cabe que, frente a éste, tenga preferente acogida el derecho de aquel.".

Y proseguía diciendo;


"Es reiterada la jurisprudencia de esta Sala en que se reconoce a favor del vendedor la acción de tercería de dominio para obtener el alzamiento del embargo trabajo sobre los bienes muebles vendidos con sujeción a la ley de 1965 y se haya pactado la reserva de dominio siempre que conste su inscripción en el registro especial con anterioridad al embargo trabado.".

    Este criterio es hoy además aceptado  expresamente por la ley, al exigir en su artículo 15 que las reservas de dominio o las prohibiciones de disponer, consten inscritas en el Registro de Venta a Plazos para que pueda perjudicar a tercero.

PAGE  
1

